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A C U E R D O


En la ciudad de La Plata, a 11 de mayo de 2011, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Negri, Kogan, Soria, Pettigiani, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa C. 104.765, "Martínez, Oscar S. contra Juárez, Antonio S. y otro. Daños y perjuicios".

A N T E C E D E N T E S


La Sala II de la Cámara Segunda de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de La Plata confirmó la sentencia de primera instancia que había rechazado la acción de daños y perjuicios incoada.


Se interpuso, por el actor, recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley.


Dictada la providencia de autos y encontrándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte resolvió plantear y votar la siguiente

C U E S T I Ó N


¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley?

V O T A C I Ó N


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Negri dijo:


I. Oscar Severino Martínez promovió demanda de daños y perjuicios contra Antonio Simón Juárez y Miguel Ángel Juárez por incumplimiento contractual. Adujo que según convenio oportunamente suscripto con los demandados y homologado por el Juzgado de Paz Letrado de Cañuelas, su parte estaba facultada -dentro del plazo fijado- para vender el fondo de comercio que giraba en el local de propiedad de aquéllos. Que haciendo uso de tal facultad, acordó la venta respectiva con el señor Ángel Lázaro a quien había interesado en el negocio, suscribiendo el día 10 de enero 1994 un "boleto promesa de compraventa de fondo de comercio", cuyo instrumento adjunta. Que dicho negocio se vio frustrado por culpa de los demandados quienes -a su entender- obstaculizaron indebida e injustificadamente el negocio, ocasionándole los perjuicios cuya satisfacción reclama en las presentes (v. fs. 19/27).


Corrido el traslado de ley, se presentaron los codemandados Juárez solicitando el rechazo de la demanda. Reconocieron la existencia del convenio transaccional celebrado con el actor y expresaron que ante el incumplimiento del mismo en el pago de los alquileres acordados así como de los gravámenes municipales adeudados, se produjo la rescisión automática del convenio prevista en su cláusula 2da. Que atento a ello, el 25 de noviembre de 1993, solicitaron por ante el juzgado de paz letrado interviniente el desalojo del inmueble, conforme lo preveía la cláusula 10ma. del mismo. Así las cosas, la opción de venta a favor del inquilino Martínez había caducado y no podía de manera alguna pretender ejercerla durante diciembre de 1993 y enero de 1994 (v. fs. 41/45 y 57/61 vta.).


El señor juez de origen rechazó la demanda, con costas al actor (v. fs. 236 vta./237).


Apelada la decisión por este último, la Cámara la confirmó, imponiéndole las costas de alzada (v. fs. 294).


II. En lo que interesa destacar, el tribunal a quo fundó su decisión en que:


1) "... Aún si por vía de hipótesis se considerara que el accionante hubiera observado fielmente todos los deberes asumidos en el convenio homologado, es evidente que la intimación formulada por medio de carta documento (18-1-94) a los propietarios del inmueble para que en el plazo de 48 horas informaran las garantías solicitadas por dicha parte y fecha para firmar el contrato de locación, resultó absolutamente inopinada, más aun cuando en el mismo contexto, se apercibe a los destinatarios que en caso de negativa se producirían perjuicios calculados en u$s 40.000. No cabe duda que la persona del futuro locatario debía ser propuesta previamente a quienes debían contratar pues nadie está obligado a hacerlo con quien no reúna las condiciones necesarias a su satisfacción. Ello le fue indicado a Martínez en el punto 3 de la réplica a su carta documento, obrante a fs. 3, no obstante lo cual como respuesta a ello, negó a la contraria el derecho de conocer en forma previa a su futuro co contratante (v. fs. 13). A todo esto se aprecia, según los propios dichos del accionante, que ya antes, el 10 de enero de 1994, se había concertado boleto de venta del fondo de comercio-panadería, a favor de Ángel Lázaro, boleto que fuera resuelto del día 7 de febrero del mismo año. El cruzamiento de correspondencia entre las partes da cuenta que el hoy actor no inició siquiera negociaciones válidas para que los locadores pudieran tomar conocimiento del adquirente que se les habría de proponer, imponiéndolos de sus condiciones personales, así como que, en lugar de intimar 'a informar sobre las garantías solicitadas', se debieron presentar las fianzas con que este último contaba, a efectos de recibir -o no- la conformidad de aquellos..." (v. fs. 291 y vta.).


2) El deber de buena fe contractual, de aplicación en la etapa de ejecución del contrato, impone a las partes ciertos deberes secundarios de conducta, consistentes en comportamientos diligentes y empeñosos, tendientes a evitar que el otro contratante se perjudique indebidamente o se frustre el fin perseguido al contratar (doct. art. 1198 del Código Civil). Estas obligaciones accesorias son debidas en forma recíproca, pues así como los locadores no debían, en caso que su locatario no hubiera incurrido en otros incumplimientos, negarse infundadamente a suscribir el contrato al que se habían obligado, este último, por su parte, debía empeñar toda su diligencia, para que se cumpliera la finalidad del pacto, facilitando los elementos necesarios para que los titulares del bien pudieran informarse cabalmente de las tratativas en ciernes, y esto último no ocurre cuando deliberadamente se dificultan las gestiones. El hecho de haber restado la necesaria colaboración, ha provocado su propio perjuicio (v. fs. 292 vta./293).


III. Contra esta decisión interpone el actor recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley, en el que denuncia que la sentencia incurre en absurda valoración de la prueba con violación de los arts. 519, 520, 1111, 1137, 1197, 1198 del Código Civil; 375 del Código Procesal Civil y Comercial; 27 y 39 de la Constitución provincial y 14 bis, 17 y 18 de la Constitución nacional (v. fs. 300 y vta.). Hace reserva del caso federal (v. fs. 309 y vta.).


IV. El recurso no prospera.


1) Cuestiona el impugnante el análisis llevado a cabo por la Cámara respecto de la intimación cursada a los demandados mediante carta documento de fecha 18 de enero de 1994. Para ello, contrapone su propia valoración de la prueba rendida en autos. Así, trae a reflexión la posición 8 de la confesional rendida a fs. 153/155, de la cual deduce, en contrario de los argumentos desarrollados por el sentenciante, que "... La intimación para nada resultó inopinada, y tampoco el apercibimiento..." (v. fs. 302).


Más allá de la expresa disconformidad del quejoso, la argumentación meramente discrepante que evidencia el agravio en análisis no puede enervar la apreciación de la prueba realizada por el sentenciante, pues no se advierte que tal labor axiológica se encuentre viciada por el absurdo.


Al respecto esta Corte ha expresado que cuando se pretenden impugnar las conclusiones de un pronunciamiento sobre las cuestiones fácticas de la litis, no basta con presentar la propia versión sobre el mérito de las mismas, sino que es necesario realizar un juicio crítico de los razonamientos desarrollados por el sentenciante y demostrar cabalmente que padecen de un error grave, trascendente y fundamental (conf. C. 96.997, sent. del 22-X-2008), deficiencia extrema que no se patentiza en la especie.


2) Por similares fundamentos, tampoco es de recibo el agravio esgrimido en relación a la estimación realizada por la Cámara en cuanto a que la actora negó el derecho de los accionados de conocer en forma previa a su futuro contratante, corolario de la ponderación de los términos expresados en las cartas documento de fs. 12 y 13 llevada a cabo por el a quo.


En efecto, esta conclusión no alcanza a ser rebatida por el despliegue argumental en torno de la interpretación que a juicio de la impugnante, merecía su carta documento de fs. 13; pues la misma -alega- no constituyó una "respuesta" a la anteriormente cursada por los Juárez sino que fue enviada "solamente fijando posición", atendiendo a que los demandados habían anteriormente "cerrado el circuito telegráfico", (v. fs. 302 vta./303).


Cabe en este último punto señalar, que la interpretación de los documentos agregados al proceso, es facultad privativa de los tribunales de grado por tratarse de cuestiones de hecho, sólo susceptibles de revisión si se demuestra un supuesto de absurdo (conf. Ac. 73.489, sent. del 17-X-2001), excepcional disfunción ponderativa que ‑reitero aquí- no logra demostrar la interesada.


3) Seguidamente se agravia el recurrente pues "... En el acuerdo puntilloso glosado a fs. 7/8 nada dice de qu[é] valores morales debe tener quien sea el inquilino; la única referencia lo era a la solvencia y dos garantías (ver fs. 7 in fine). Podría interesarle las personas de los garantes pero nunca del inquilino; porque ello significaba, entonces, que el acuerdo firmado resultaba absolutamente aleatorio para mi parte. Puesto que con solo decir que no le gustaba el comprador del fondo de comercio los demandados lograban el objetivo de incumplir el contrato. Ello así transforma el acuerdo en una clara violación del principio de buena fe. Y quien no cumple con el 1198 del C.C. son los demandados y no mi parte..." (v. fs. 304 y vta.).


No le asiste razón al recurrente. En primer lugar, en autos no se ha planteado ni discutido en absoluto la calidad o condición moral del futuro locatario, alegación novedosa que, por tal, no corresponde meritar en esta sede extraordinaria. Asimismo, luce equívoca la afirmación que postula que nunca podría interesarle [a los locadores] la persona del inquilino pues, de un lado, carece la misma de todo desarrollo argumental en su abono, no condiciéndose a su vez con la télesis más elemental del negocio que edicta justamente lo contrario: que a todo locador le interesa especialmente la persona de su inquilino.


Tampoco el acuerdo se tornaría por ello aleatorio para el impugnante pues, en línea con el análisis llevado a cabo por la Cámara, a los demandados no les asistía un derecho absoluto de rechazar incausadamente, sin más, cualquier "candidato" que aquél les presentara. La aceptación del nuevo inquilino quedó, conforme los términos del convenio celebrado, sujeto a una oportuna y razonable propuesta presentada por aquél, en concordancia con el estándar negocial establecido por el art. 1198 del Código Civil. Es precisamente el quiebre de este principio rector el que la Cámara endilgó al aquí recurrente, conclusión que no logra el mismo revertir con la simple contraposición de argumentaciones paralelas, meramente discordantes, desligadas de la crítica concreta y razonada de las motivaciones del pronunciamiento que le impone el art. 279 del Código Procesal Civil y Comercial.


4) Por último, deviene inaudible el planteo articulado en cuanto postula que "... la defensa esgrimida por los demandados, si bien no verbalizada como excepción, en realidad se trata de la excepción de incumplimiento contractual, defensa de fondo que debe tratarse en la sentencia..." (v. fs. 307).


En efecto, de los escritos liminares surge claramente que ninguna excepción ha sido opuesta por los demandados en estas actuaciones, por lo que mal puede considerarse el agravio que pretende introducir en esta instancia extraordinaria, mediante una suerte de interpretación analógica, el tratamiento de un planteo en rigor no articulado por la contraria. Carece entonces de todo andamiento la queja por supuesto quebrantamiento del art. 375 del Código Procesal Civil y Comercial pues ninguna carga demostrativa cabe imputarle respecto de los hechos constitutivos de una excepción de incumplimiento contractual a quien lisa y llanamente no ha opuesto tal defensa.


V. Por lo expuesto, no habiéndose acreditado las infracciones normativas denunciadas (art. 279, C.P.C.C.), ni el absurdo valorativo, corresponde rechazar el recurso extraordinario interpuesto, imponiéndose las costas de esta instancia extraordinaria al recurrente vencido (arts. 68 y 289, C.P.C.C.).


Voto por la negativa.

Los señores jueces doctores Kogan, Soria y Pettigiani, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Negri, votaron también por la negativa.


Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, se rechaza el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley interpuesto. Las costas de esta instancia extraordinaria se imponen al recurrente que resulta vencido (arts. 68, 84 y 289, C.P.C.C.).


Notifíquese y devuélvase.


EDUARDO JULIO PETTIGIANI


HECTOR NEGRI
DANIEL FERNANDO SORIA


HILDA KOGAN



CARLOS E. CAMPS 



Secretario
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